
LA REPARACIÓN DEL DAÑO COMO UNA GARANTÍA DEL OFENDIDO EN 
MATERIA PENAL. 

 
 
 

  El Art. 20, apartado B, fracción  IV de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, estatuye:  

  En todo proceso de orden penal, el inculpado, la víctima o el ofendido tendrán las 

siguientes garantías: 

B. De la víctima o del ofendido: 

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio Público 

estará obligado a solicitar la reparación del daño y el juzgador no podrá absolver al 

sentenciado de dicha reparación  si ha  emitido una sentencia condenatoria. 

La ley fijará  procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de 

reparación del daño. 

 Art. 50 del código penal.- Son sanciones pecuniarias: 

II.-La reparación del daño. 

El Art.  64 del código penal vigente en el Estado de Guanajuato, establece: 

La reparación del daño será fijada por los tribunales, atendiendo a las pruebas 

obtenidas en el proceso. No se podrá absolver a la persona sentenciada de la reparación 

del daño si ha emitido una sentencia condenatoria. 

La reparación del daño conforme a los criterios jurisprudenciales de las  

autoridades judiciales de la Federación:  

 

REPARACIÓN DE DAÑO. PARA EFECTOS DE CUANTIFICAR SU 

MONTO, LAS FACTURAS Y RECIBOS DE HONORARIOS NO REQUIEREN 

SER RATIFICADOS EN EL PROCEDIMIENTO PENAL CUANDO SU 

EXPEDICIÓN CUMPLE CON LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS POR LOS 

ARTÍCULOS 29 Y 29-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

 

 

Las facturas o recibos de honorarios son documentos que amparan la enajenación de 

bienes o la prestación de servicios y sirven como medios de control del cumplimiento 

de las obligaciones fiscales; de ahí que cuando tales documentos cumplan con los 

requisitos que exigen los artículos   29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación para 



su expedición, resulta innecesaria la ratificación por parte de sus autores para que 

alcancen fuerza probatoria suficiente en el procedimiento penal para efectos de 

cuantificar el monto de la reparación del daño, pues la satisfacción de los requisitos 

fiscales que deben incorporarse a ellos, asegura la certeza de su autenticidad y del acto 

que contienen, mientras no se pruebe lo contrario. 

Asunto: amparo directo 585/2007. 

Localización: 9ª.Epoca; T.C.C.; S.J.F.y su gaceta; XXVII, Enero de 2008; Pág.2727. 

 

 

REPARACIÓN DEL DAÑO. LOS DOCUMENTOS QUE SE OFREZCAN 

COMO PRUEBAS PARA DETERMINARLA, DEBEN TENER RELACIÓN 

CLARA Y DIRECTA CON EL HECHO DELICTIVO (LEGISLACIÓN DEL 

ESTADO DE VERACRUZ). 

 

Conforme al artículo 43 del abrogado código penal del Estado de Veracruz “La 

reparación será fijada por los Jueces, de acuerdo con las pruebas obtenidas en el 

proceso…”; lo que conduce a estimar que los documentos que en su caso se exhiban 

como medios de convicción para tal fin, deben ser idóneos y guardar relación directa  y 

clara con los hechos delictivos por los que se haya seguido el proceso penal; y que no 

son válidos; por tanto, documentos como los títulos de crédito, facturas y recibos, aun 

cuando estén ratificados por los sujetos de la relación que los suscribieron, ya que en 

aquellos no se consignan los conceptos por los cuales se otorgaron, sin que pueda 

determinarse que el numerario a que se refieren fue destinado precisamente para cubrir 

los daños económicos sufridos. 

 

Amparo directo204/2006.10 de agosto de 2006.Unanimidad de votos.Ponente: 

Alfonso Ortiz Díaz. Secretario: José de Jesús Arellano Valdez. 

Localización: 9ª. .Época; T.C.C.; S.J.F. y su gaceta; XXIV, Octubre de 2006; Pág. 

1257. 

 

REPARACIÓN DEL DAÑO. ES LEGAL LA SENTENCIA CONDENATORIA 

QUE LA IMPONE AUNQUE EL MONTO CORRESPONDIENTE PUEDA 

FIJARSE EN EJECUCIÓN DE ESTA. 

 



 

El articulo 20, apartado B, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos establece como garantía individual  de las víctimas u ofendidos de 

un delito, la reparación del daño para asegurar de manera puntual y suficiente la 

protección a sus derechos fundamentales y responder al reclamo social frente a la 

impunidad y a los efectos del delito sobre aquellos, garantizando que en todo proceso 

penal tengan derecho a una reparación pecuniaria por los daños y perjuicios ocasionados 

por la comisión del delito, para lograr así una clara y plena reivindicación de dichos 

efectos en el proceso penal; destacando la circunstancia de que el Constituyente reguló 

los fines preventivos con los indemnizatorios del procedimiento penal, al exigir para la 

libertad del inculpado una caución  suficiente que garantice la reparación de los daños y 

perjuicios, lo cual confirma que en todo procedimiento penal debe tutelarse como 

derecho del sujeto pasivo del delito, la indemnización de los perjuicios ocasionados por 

su comisión, a fin de reconocerle la misma importancia a la protección  de los derechos 

de la victima que a los del inculpado, conciliando una manera ágil para reparar el daño 

causado por el delito. De lo anterior se concluye que la reparación del daño  tiene el 

carácter de pena pública y, por ende, al ser parte de la condena impuesta en el 

procedimiento penal, deberá acreditarse en éste y no en otro; sin embargo, su quántum 

no es parte de la sentencia condenatoria, sino que es una consecuencia lógica y jurídica 

de ésta,  porque lo que se acredita en el procedimiento penal es el derecho del ofendido 

o la victima para obtener la reparación del daño con motivo del ilícito perpetrado en su 

contra; de ahí  que cuando el Juez no cuente con los elementos necesarios para fijar en 

el fallo el monto correspondiente, podrá hacerlo en ejecución de sentencia, por así 

permitirlo el citado precepto constitucional. 

 

Tesis de jurisprudencia 145/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 

en sesión de fecha veintiséis de Octubre de dos mil cinco. 

Localización: 9ª.Época; 1ª. Sala; S.J.F. y su Gaceta; XXIII, Marzo de 2006; Pág. 

171. 

 

REPARACIÓN DEL DAÑO. LOS DOCUMENTOS PRIVADOS 

CONSISTENTES EN PRESUPUESTOS QUE CONTIENEN  GASTOS 

FUTUROS, CUANDO ESTÉN RATIFICADOS Y ADMINICULADOS CON EL 

RESTANTE ACERVO PROBATORIO, SON APTOS PARA FIJAR EL MONTO 



DE AQUELLA (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE VERACRUZ Y DE 

BAJA CALIFORNIA). 

 

De conformidad con el articulo 20, apartado A, fracción I, y B, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el derecho que tiene la víctima 

o el ofendido a que le sean reparados el daño y los perjuicios causados por la comisión 

del delito tiene el rango de garantía individual. Por otra parte, de acuerdo con los 

artículos 53 y 56 del codito penal para el estado de Veracruz, así como con los diversos 

32 y 33 de Código Penal para el estado de Baja California, la reparación del daño tiene 

el carácter de pena pública, pero su pago no esta supeditado a que la víctima o el 

ofendido hayan tenido que erogar gastos con anterioridad al dictado de la sentencia 

condenatoria, ya que pueden existir casos en que los efectos producidos por la conducta 

delictiva requieran la erogación de ciertos gastos que no pueden sufragarse durante la 

tramitación del procedimiento penal, o bien, porque dichos efectos trascienden aun 

después del dictado de la sentencia. En estos casos, aunque se esta en presencia de 

gastos futuros que indefectiblemente deben erogarse después de dictada la sentencia, no 

puede afirmarse que sean de realización incierta, pues si se acredita que el daño causado 

al sujeto pasivo esta vinculado con el despliegue de la conducta delictiva y la plena 

responsabilidad del inculpado, en principio es correcto condenar al pago de la 

reparación del daño. En consecuencia, las documentales privadas, consistentes en 

presupuestos que contienen los gastos que tiene que realizar la víctima o el 

ofendido, son aptas para fijar el monto de la reparación del daño, siempre y 

cuando sean ratificadas y estén corroboradas  con el restante acervo probatorio; 

sin que lo anterior deje en estado de indefensión al sujeto activo del delito, en 

virtud de que podrá ejercer  con toda oportunidad su derecho de defensa respecto 

a tales documentos.   

 

 

Localización: Novena Época. Instancia: Primera Sala. Fuente: Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta;  XXI, Febrero del 2005, pagina 197; tesis 

1ª/J.128/2004.Jurisprudencia materia penal. 

 

 

 



PROPUESTA: 

 

Con apoyo legal en el contenido del articulo 20, apartado B, fracción IV, en 

correlación con el principio jurídico que reza: “la autoridad solo puede hacer lo 

que la ley le permite”. Con plena facultad jurisdiccional el juzgador, al emitir una 

sentencia de condena, puede y debe condenar al sentenciado al pago de la 

reparación del daño a favor de la victima o del ofendido con apoyo, cuando menos, 

en un dictamen pericial o en un presupuesto de gastos debidamente ratificado, sin 

que sea necesario para el cumplimiento de la citada garantía constitucional la 

exhibición de facturas, recibos de honorarios y notas de gastos médicos como 

habitualmente se estila. En esta tesitura el ofendido, que no dispone de efectivo o 

que habiendo dispuesto de el, recuperará parcialmente su patrimonio y en su caso 

su salud, aunque jamás recuperará en valioso tiempo perdido. Todo lo anterior en 

beneficio de los justiciables.         

 

 


